
integrada por dos representantes de la Administración General del
Estado, uno de ellos designado por la Delegación de Gobierno en
la Comunidad Autónoma y otro por el Instituto de la Juventud
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y dos representantes
de la Comunidad Autónoma, para el ejercicio de las siguientes
funciones:

A) Interpretación del presente Convenio durante su ejecución.

B) Seguimiento y Evaluación de las actuaciones acordadas según
queda establecido en las cláusulas segunda y tercera.

C) Aprobación de la Memoria Justificativa de las actividades
realizadas.

Presidirá la Comisión el miembro de la misma de mayor jerar-
quía de las designadas por el INJUVE y actuará de Secretario
quien designe la Comunidad Autónoma, de entre sus represen-
tantes en aquélla. El régimen de funcionamiento y acuerdos de
la Comisión se ajustará a lo establecido en el capítulo II del
Título Segundo de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común.

Los acuerdos adoptados en el seno de esta Comisión, serán vincu-
lantes para las partes y su incumplimiento tendrá los efectos
previstos en la cláusula séptima.

Séptima.

El presente Convenio tendrá vigencia hasta el 30 de noviembre
de 2003.

El incumplimiento del presente Convenio por cualquiera de las
partes será causa de su resolución previa comunicación escrita a
la parte que corresponda con una antelación mínima de 15
días.

En caso de resolución del Convenio por incumplimiento total o
parcial de sus obligaciones por parte de la Comunidad Autónoma
de Extremadura, ésta deberá reintegrar al Instituto de la Juven-
tud, las cantidades que proporcionalmente correspondan a las
actividades en curso y a las pendientes de realizar. El incumpli-
miento imputable al Instituto de la Juventud dará lugar al resar-
cimiento que corresponda en derecho, previa reclamación al
mismo y, en su caso, en los términos que resulten del recurso
contencioso administrativo.

Octava.

El presente Convenio tiene naturaleza Jurídico administrativa,
de conformidad con lo establecido en el artículo 3.1 - c) del

Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administracio-
nes Públicas (Real Decreto Legislativo 2/2000 de 16 de
junio). La Jurisdicción Contencioso-Administrativa será la
competente para conocer de cuantos litigios puedan derivarse
del Convenio.

En prueba de conformidad, firman el presente Convenio por dupli-
cado ejemplar, en lugar y fecha arriba indicados.

La Directora General del Instituto de la Juventud, Fdo.: Elena
Azpiroz Villar.

El Consejero de Cultura, Fdo.: Francisco Muñoz Ramírez.

CONSEJERÍA DE AGRICULTURA Y MEDIO AMBIENTE

RESOLUCIÓN de 2 de diciembre de 2003,
del Consejero de Agricultura y Medio
Ambiente, por la que se dispone la ejecución
de la sentencia nº 869, de 29 de mayo de
2003, de la Sala de lo Contencioso
Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura dictada en el
recurso nº 413/2001.

En el recurso contencioso administrativo número 413/2001 inter-
puesto por la representación procesal de Dª Antonia Tarrat Expó-
sito contra la Resolución de la Consejería de Agricultura y Medio
Ambiente de la Junta de Extremadura de fecha 29 de enero de
2001, por la que se ponía fin al procedimiento de expropiación
forzosa de una finca de su propiedad, incluida en los denomina-
dos Baldíos de Alburquerque; ha recaído sentencia firme, dictada
el 29 de mayo de 2003 por la Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, cuyo
Fallo ha sido rectificado por Auto de Aclaración de 10 de
septiembre de 2003, fijándose como justiprecio la cantidad de
261.909,54 euros.

El artículo 9.1 del Decreto 59/1991, de 23 de julio, por el que
se regula la tramitación administrativa en la ejecución de las
resoluciones judiciales, establece que el titular del órgano compe-
tente dictará la correspondiente resolución en orden al cumpli-
miento de la sentencia.

Por tanto, y en uso de las atribuciones conferidas por legislación
vigente,
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R E S U E L V O

Proceder a la ejecución del Fallo de la Sentencia de 29 de mayo
de 2003, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Extremadura, dictada en el recurso núme-
ro 413 de 2001, llevando a puro y debido efecto el Fallo, que es
del siguiente tenor una vez rectificado conforme al Auto de Acla-
ración de 10 de septiembre de 2003:

Estimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por la Procuradora Doña Julia Monsalve González, en nombre
y representación de Dª Antonia Tarrat Expósito y Dª Antonia
Tarrat Tarrat contra la resolución de la Consejería de Agricul-
tura y Medio Ambiente de la Junta de Extremadura menciona-
da en el primer fundamento, debemos anular y anulamos el
referido acto por no estar ajustado al Ordenamiento Jurídico
y, en su consecuencia, se fija el justiprecio de los bienes a
que se refieren las actuaciones en la cantidad de DOSCIENTOS
SESENTA Y UN MIL NOVECIENTOS NUEVE euros y CINCUENTA Y
CUATRO céntimos (261.909,54 euros); más los intereses de
demora calculados conforme a lo razonado en el fundamento
sexto; todo ello sin hacer especial pronunciamiento sobre las
costas.

Mérida, a 2 de diciembre de 2003.

El Consejero de Agricultura y Medio Ambiente,
JOSÉ LUIS QUINTANA ÁLVAREZ

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y TRABAJO

ORDEN de 25 de noviembre de 2003, sobre
la modificación de condiciones de proyectos
acogidos al Decreto 43/2001, de 20 de
marzo, correspondiente a 1 expediente.

El Decreto 43/2001, de 20 de marzo, constituye un instrumento
destinado a fomentar las iniciativas empresariales de las Pequeñas
y Medianas empresas extremeñas, y atribuye determinadas funcio-
nes a la Consejería de Economía y Trabajo.

Presentadas las solicitudes empresariales para acogerse a los
incentivos del Decreto 43/2001, de 20 de marzo, y tramitadas las
mismas de conformidad con la legislación que les afecta, vistas las
propuestas de la Dirección General de Promoción Empresarial e
Industrial, al amparo de lo dispuesto en el art. 13 del Decreto
anteriormente citado he tenido a bien disponer que

Primero.- Condiciones modificadas.

En el Anexo I se relacionan los expedientes cuyas condiciones han
sido modificadas, describiéndose la totalidad de los cambios auto-
rizados en las correspondientes resoluciones individuales.

Segundo.- Resoluciones individuales.

1.- La Dirección General de Promoción Empresarial e Industrial
notificará individualmente a las empresas las condiciones genera-
les, particulares y especiales que afectan a cada proyecto median-
te las correspondientes resoluciones individuales.

2.- La resolución sobre concesión de beneficios que sea expedida
por aplicación de lo dispuesto en la presente Orden no exime a
las empresas de cumplir los requisitos y obtener las autorizacio-
nes administrativas que, para la instalación o modificación de las
industrias, exijan las disposiciones legales vigentes, nacionales o
comunitarias, así como las ordenanzas municipales.

3.- Los titulares de las subvenciones concedidas por la presente
Orden quedan sujetos a lo establecido sobre justificación de
encontrarse al corriente de sus obligaciones fiscales y frente a la
Seguridad Social en el Decreto 77/1990, de 16 de octubre, y
Decreto 17/1993, de 24 de febrero, y Decreto 50/2001, de 3 de
abril, que lo modifican.

DISPOSICIONES ADICIONALES

1.- El libramiento de los fondos correspondientes a las subvencio-
nes previstas en la presente disposición quedará condicionado a
la existencia de crédito suficiente en el momento en el que
hayan de realizar los pagos.

2.- El abono de las subvenciones a que dé lugar la presente
Orden quedará sometido a la tramitación y aprobación del opor-
tuno expediente de gasto.

3.- Los pagos resultantes de las certificaciones de subvención
aprobada tendrá el carácter de pagos a cuenta, sujetos a rectifi-
caciones y sin suponer en forma alguna aprobación y recepción
de las inversiones que comprendan.

El beneficiario estará obligado a reintegrar las cantidades que
hubiera recibido, con abono de los intereses legales correspondien-
tes y del recargo y sanciones, si proceden, en que incurrieran,
caso de incumplimiento de las condiciones establecidas tanto en
la norma vigente, como en la resolución individual.

Mérida, a 25 de noviembre de 2003.

El Consejero de Economía y Trabajo,
MANUEL AMIGO MATEOS
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